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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión  de  la  acción de tutela interpuesta contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor MARTÍNEZ QUEBRADA -por intermedio de su apoderada- se pueden sintetizar así: (i) se encuentra afiliado a COLPENSIONES donde ha cotizado un total de 1.072 semanas y fue calificado en mayo 12 de 2015 con una pérdida de capacidad laboral del 65.58% con fecha de estructuración de febrero 16 de 2016 -entiéndase 2015-; (ii) en julio 9 de 2015 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez y la entidad mediante resolución GNR 31529 de octubre 14 de 2015 le otorgó la misma pero la dejó en suspenso bajo el argumento que requiere de terceras personas que decidan por él, por lo que debe mediar una sentencia de interdicción judicial, y (iii) aduce que no se tiene ánimo de pretermitir un trámite o instancia, pues la demanda fue nuevamente radicada ante un Juzgado de Familia, pero con el concepto dado por el médico tratante no hay posibilidad alguna que sea declarado interdicto y dicho proceso puede tardar más de un año lo que no lo hace eficaz ni efectivo para proteger sus derechos fundamentales.

Pide de manera principal se tutelen de forma definitiva los derechos a la vida en condiciones dignas, salud, mínimo vital y seguridad social y se ordene a COLPENSIONES que proceda a pagar al señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA la pensión de invalidez que le fue otorgada a partir de febrero 16 de 2015.  Como pretensión subsidiaria reclama se reconozca la vulneración de tales derechos transitoriamente, mientras se decide ante la jurisdicción de familia la interdicción judicial.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de ésta a COLPENSIONES, cuyo Vicepresidente Jurídico pidió se declare improcedente la acción por cuanto  existen otros medios de defensa judicial a los que puede acudir el actor, además de no tenerse en la base de datos de la entidad, radicación pendiente de resolverse y por ende debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales pertinentes.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que negó el amparo pretendido al considerar que la tutela no puede desplazar otros procedimientos ni invadir la órbita de competencia dispuesta por el legislador, máxime cuando para el reconocimiento y pago de prestaciones económicas la jurisprudencia ha sostenido que esta acción resulta improcedente por cuanto para ello está el proceso ejecutivo laboral.  Además en el presente asunto se observa que acudió a la tutela 7 meses después de la situación que lo afecta y que la suspensión en la cancelación de sus mesadas obedece a la necesidad de aportar sentencia de interdicción, por medio de la jurisdicción voluntaria, siendo la justicia ordinaria laboral la encargada de dilucidar tal asunto y no la constitucional, en tanto la tutela no puede reemplazar los mecanismos de defensa judicial existentes por su carácter subsidiario.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada del accionante interpuso recurso de alzada que sustenta en los siguientes términos:
- La situación económica y de salud de HÉCTOR MARTÍNEZ es precaria, pues tiene 62 años, no cuenta con ingresos ni rentas para su manutención y debe acudir a la caridad de amigos y familiares, lo que hace procedente la acción constitucional cuando de personas de especial protección se trata, máxime que se encuentra en un estado de invalidez y debilidad manifiesta, y por su edad no es plausible esperar un proceso ante la jurisdicción ordinaria habida cuenta de la congestión que existe y que llevaría al desconocimiento de la teoría de la vida probable como lo ha referido la Corte en Sentencia T-067/13.

- No se discute el reconocimiento de la pensión de invalidez, pues dicha prestación ya le fue otorgada por COLPENSIONES, sino que dicha entidad de manera caprichosa la dejó en suspenso bajo el argumento que no es sujeto de derechos y que requiere de terceras personas. Basta con el dilatorio proceso que tuvo que soportar el señor MARTÍNEZ QUEBRADA para obtener su pensión de invalidez, para que ahora deba padecer otro trámite ordinario para lograr su pago, mientras carece de servicios de salud por no estar en nómina de pensionado, así como de las necesidades que debe atender.

- Pide se revoque la decisión adoptada y reitera las pretensiones esgrimidas en su demanda.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta por el señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la circunstancia fáctica planteada por el accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES que proceda al pago de la pensión de invalidez reconocida mediante Resolución GNR316529 de octubre 14 de 2015, la cual le fue suspendida por dicha entidad al considerar que se hace necesario que por medio de un proceso de jurisdicción voluntaria se establezca la interdicción judicial del señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA, quien debe estar asistido por un tercero.

Como vemos, en este asunto el reconocimiento prestacional ya fue efectuado, pero el pago de las mesadas respectivas ha sido postergado hasta que la jurisdicción de familia ordene que el accionante sea representado por un curador. Frente a dicha situación problemática, debe indicarse que la Corte Constitucional ha sostenido que la acción de tutela no es el mecanismo de defensa principal en tanto este debe reclamarse a través del proceso ejecutivo laboral, salvo que opere de forma excepcional si se demuestra que la acción tiene como finalidad proteger el mínimo vital del pensionado
.
  
La misma alta Corporación ha reiterado que la procedencia de la  tutela se encuentra condicionada a la previa utilización de los medios de defensa ordinarios contemplados en el ordenamiento jurídico, y ha dejado claro que la acción de amparo como mecanismo residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente. En tal sentido en Sentencia T-472 de 2008 se estableció lo siguiente: 

“La acción de tutela tiene un carácter subsidiario y no fue instaurada para remediar los errores en que incurren los ciudadanos en lo relacionado con la defensa de sus derechos. Si se llegara a admitir la posición contraria, pasaría la tutela a sustituir todos los demás medios judiciales y la jurisdicción constitucional entraría a asumir responsabilidades que no le corresponden, todo ello en detrimento de los demás órganos judiciales.” 

“(…) si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera definitiva el agravio o lesión constitucional”.

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción, más aun cuando en el presente caso se requiere de la práctica de diversos medios probatorios para comprobar si en realidad el señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA, carece de las capacidades mentales requeridas para administrar los recursos que le serán pagados por concepto de pensión, situación que per se, releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, no solo por cuanto existe una jurisdicción ordinaria para debatir lo que reclama, sino porque la perentoriedad de los términos con los que se cuenta en sede de tutela, impedirían que se agote el trámite pertinente.

Aunque lo que motivó al accionante a acudir en alzada fue el hecho de que el juez constitucional no ordenara a COLPENSIONES el pago de las mesadas pensionales del señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA, no obstante que cuenta con 62 años, no tiene ingresos ni rentas adicionales para su manutención y por ende su condición económica y de salud son precarias, frente a tales manifestaciones debe indicarse que además de lo referido por la  apoderada del actor ningún elemento de prueba se aportó para establecer que en efecto el actor vive de la caridad pública de amigos y familiares y que carece de los servicios de salud. Mírese que sobre tales aspectos nada se dijo al interponer la tutela y solo se mencionaron en el recurso sin allegar probanzas para su verificación.
Respecto a la vulneración del derecho al mínimo vital, no se arrimó tampoco a este trámite ninguna prueba, así fuera sumaria, que le permitiera a la a quo así como a esta Corporación determinar sin dubitación alguna que el no sufragarle de las mesadas pensionales al señor HÉCTOR MARTÍNEZ le genera un perjuicio irremediable, en tanto no se demostró que solo dependiera de tales recursos para su subsistencia, ya que al respecto nada se dijo y por el contrario se dejaron transcurrir varios meses desde la negativa de la entidad a efectuar el pago ordenado hasta que acudió en alzada, situación ésta que permite afirmar que no existe tanta urgencia como para pregonar que el procedimiento ordinario deba ser suplido por la acción de tutela. 
Así mismo, si bien es cierto el señor HÉCTOR MARTÍNEZ padece de diversas patologías que a la postre originaron el reconocimiento de su pérdida de capacidad laboral, no se estableció en el trámite si le han sido negados sus servicios asistenciales por la entidad encargada de su prestación -al parecer ASMET SALUD
-, máxime cuando lo que se extracta de la información reportada por su apoderada, es que tal derecho se le quebranta por cuanto aún no se encuentra en nómina de pensionados, afirmación que no es de recibo por esta Corporación, al ser evidente que hasta tanto se le cancelen las mesadas respectivas y se realice el abono al Sistema General de Seguridad social en Salud, en su calidad de cotizante, la atención que necesite le seguirá siendo brindada por la EPS ASMET SALUD a la que se encuentra vinculado y a la cual ha acudido para la prestación de su servicio de salud, tal cual se desprende de los documentos allegados al dossier.

Es más, de considerar que por la negativa de COLPENSIONES de efectuar el pago de las mesadas se vulnera el derecho a la salud y al mínimo vital del señor HÉCTOR MARTÍNEZ, no entiende la Sala la razón por la cual esperó por más de 7 meses para procurar su protección, si tenemos en cuenta que  desde octubre 14 de 2015 cuando se le reconoció la pensión de invalidez -que fue dejada en suspenso- ninguna gestión adelantó ante la justicia constitucional a raíz de la referida circunstancia, y contrario a ello, lo que se observa es que al parecer su apoderada en atención a lo dispuesto por COLPENSIONES en la Resolución GNR 316529 promovió en dicho interregno demanda de jurisdicción voluntaria para que el señor MARTÍNEZ QUEBRADA fuera declarado en interdicción judicial, aunque quizás esa demanda no corrió la suerte esperada, en tanto como se aprecia de lo narrado en el escrito de tutela tal proceso fue “radicado nuevamente ante el Juez de Familia”. Significa lo anterior, que en efecto en ejercicio del derecho de postulación se interpuso la demanda pero por algún motivo no se le dio trámite y debió ser presentada de nuevo.

Lo antes mencionado nos permite predicar que la situación que conllevó a COLPENSIONES a dejar en suspenso el pago de la pensión de invalidez al señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA, debe ser ventilada ante la jurisdicción ordinaria, donde se determinará si el accionante requiere ser representado por un tercero, como así lo refiere COLPENSIONES, y de disponerse su interdicción judicial será el curador designado quien reclame la cancelación del retroactivo pensional y las mesadas que ya le fueron otorgadas. O contrario sensu, si como lo expresa la letrada en el escrito de tutela al indicar que “no existe la más remota posibilidad que el señor HÉCTOR MARTÍNEZ QUEBRADA sea declarado interdicto”, tendrá entonces éste la oportunidad de pedir directamente, ora por medio de su apoderada, los emolumentos que ahora exige.

Por lo anterior y al considerarse que la providencia adoptada por la funcionaria a quo se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-416 de 2008, entre otras. 


� Sentencia SU-111 de 1997.


� Como se desprende de la historia clínica psiquiátrica, obrante a folio 16 del expediente.
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